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Sr. S. de Vega, presidente y  
ponente 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 16 de 
abril de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, 
el siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 69/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 12 de febrero de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el proyecto de decreto por el que 
se crea y regula la medalla al mérito de la protección civil de Castilla y León.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 19 de febrero de 2026, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 69/2026, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al consejero Sr. S de Vega. 

 
Primero.- El proyecto. 
 
El proyecto de decreto sometido a consulta consta de un preámbulo, 

11 artículos, dos disposiciones adicionales, una disposición derogatoria, dos 
disposiciones finales y dos anexos.  

 
El artículo 1 delimita el “Objeto”, estableciendo que el decreto tiene 

por objeto crear y regular la Medalla al Mérito de la Protección Civil de Castilla 
y León y su acreditación documental, que sustituirá a la actual Medalla al 
Mérito de la Protección Ciudadana de Castilla y León, creada por el Decreto 
23/2010, de 3 de junio, cuya derogación se establece expresamente en la 
disposición derogatoria.  
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El artículo 2 se refiere a los “Fines y ámbito de aplicación”.  
 
El artículo 3 se ocupa de la “Naturaleza jurídica”. 
 
El artículo 4 regula las “Categorías y criterios generales para su 

concesión”. 
 
El artículo 5 contiene la “Descripción”, tanto de la medalla como del 

diploma acreditativo de su otorgamiento. 
 
El artículo 6 (“Iniciación del procedimiento y presentación de solicitudes”), 

el artículo 7 (“Comisión de valoración”) y el artículo 8 (“Finalización”) regulan 
el procedimiento para la concesión de la medalla. 

 
El artículo 9 se ocupa de la “Imposición de las medallas”, que se 

realizará en acto público solemne.  
 
El artículo 10 regula los “Privilegios” de las personas titulares de la 

medalla, de carácter formal y protocolario. 
 
El artículo 11 contempla la “Revocación de los privilegios”, estableciendo 

sus causas y la competencia para ello. 
 
La disposición adicional primera lleva por rúbrica “Fomento de la 

visibilidad de la mujer” y dispone que “en todo caso, deberá tenerse en 
cuenta el objetivo de visibilizar a la mujer en las emergencias, cuando sea 
posible, como en la presentación de candidaturas, el acto de entrega de las 
medallas, la publicidad, entre otros”, sin que ello suponga, en ningún caso, 
un régimen especial o dispensa en el otorgamiento de la medalla que “se 
otorgará en atención a los méritos acreditados conforme a lo dispuesto en el 
articulado”.  

 
La disposición adicional segunda, bajo el título “Protección de datos 

de carácter personal”, remite el tratamiento de los datos personales a la 
normativa comunitaria y estatal aplicable en esta materia.  

 
La disposición derogatoria deja sin efecto el Decreto 23/2010, de 3 de 

junio, por el que se crea la Medalla al Mérito de la Protección Ciudadana de 
Castilla y León y la Orden IYJ/1098/2010, de 27 de julio, por la que se 
desarrolla el Decreto 23/2010, de 3 de junio. 
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La disposición final primera faculta al titular de la Consejería 

competente en materia de protección civil para dictar, mediante orden, 
cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación del 
presente decreto. Y la segunda prevé la entrada en vigor del decreto a los 
veinte días de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León. 

 
El anexo I, dedicado a la “Medalla” y el anexo II, al “Diploma” recogen 

las imágenes de ambos, que se corresponde con la descripción que realiza 
artículo 5.  

 
Segundo.- El expediente remitido. 
 
En el expediente que acompaña al proyecto de decreto figuran, 

además de un índice de los documentos que lo conforman, los siguientes: 
  

 - Trámite de consulta a las delegaciones territoriales (el texto 
fue remitido a las mismas el 7 de febrero de 2025), para la emisión de 
observaciones por las secciones de Protección Civil, sin que se hayan 
realizado aportaciones. 

 
- Copia del anuncio de consulta pública previa a la elaboración 

del proyecto, publicado en el Portal de Gobierno Abierto de la Junta de 
Castilla y León entre el 10 de febrero y el 3 de marzo de 2025. No consta en 
el expediente remitido que se hayan presentado sugerencias. 

 
- Proyecto de decreto de 30 de abril de 2025 y memoria de la 

misma fecha. 
 
- Copia del anuncio de sometimiento del proyecto a los trámites 

de participación ciudadana, que tuvo lugar entre el 10 y el 23 de mayo de 
2025 y de audiencia e información pública, publicada en el Portal de Gobierno 
Abierto y en el Boletín Oficial de Castilla y León de 9 de mayo de 2025. No 
consta que se hayan formulado alegaciones o sugerencias. 

 
- Trámite de audiencia a las entidades con interés específico y 

directo en el asunto (ayuntamientos, diputaciones provinciales, Federación 
Regional de Municipios y Provincias, Delegación del Gobierno en Castilla y 
León, asociaciones de voluntarios y organizaciones sindicales). Se ha recibido 
un único escrito procedente de la Federación Regional de Municipios y 
Provincias de Castilla y León el 2 de junio de 2025. 
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- Trámite de audiencia a las consejerías (remitido a éstas el 9 de 

mayo de 2025), durante el cual solo han formulado alegaciones la Consejería 
de Familia e Igualdad de Oportunidades y la Consejería de la Presidencia.  

 
- Informe del delegado de protección de datos de la consejería 

de 11 de julio de 2025. 
 
- Proyecto de decreto de 15 de julio de 2025 y memoria de 14 

de julio de 2025. 
 
- Informe de la Dirección General de Presupuestos, Fondos 

Europeos y Estadística de la Consejería de Economía y Hacienda de 28 de 
julio de 2025. 

 
- Informe de la Comisión de Protección Ciudadana de Castilla y 

León, adoptado en la sesión de 19 de noviembre de 2025, que se acredita 
mediante certificado expedido por la secretaria de la comisión.  

 
- Proyecto de decreto de 15 de julio de 2025 y memoria de 3 

de diciembre de 2025. 
 
- Informe de la Asesoría Jurídica la Consejería de Medio 

Ambiente, Vivienda y Ordenación del Territorio de 26 de enero de 2026, 
favorable al texto del proyecto. 

 
- Proyecto de decreto de 5 de febrero de 2026 y Memoria del 

proyecto de la misma fecha. 
 
- Informe de la Secretaría General de la consejería proponente, 

de 5 de febrero de 2026. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 
 
La Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de 

Castilla y León, en su artículo 4.1.d) califica como preceptiva la consulta 
para el supuesto de proyectos de reglamentos o disposiciones de carácter 
general que se dicten en ejecución de las leyes, así como sus modificaciones. 

 
En el presente caso, corresponde a la Sección Primera la competencia 

para emitir el dictamen, según lo establecido en el apartado tercero, 1.a) del 
Acuerdo de 6 de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se 
determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración.  
 
El artículo 50.1 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del 

Consejo Consultivo dispone que la solicitud de dictamen se acompañará del 
expediente administrativo foliado y deberá incluir toda la documentación y 
antecedentes necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así 
como el borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de documentos. 

 
Para el supuesto de los proyectos de decreto, ha de considerarse 

como documentación necesaria la que, de acuerdo con el artículo 76 de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León, se recoge para los anteproyectos de ley en el 
artículo 75.3 de la misma ley (no es aplicable la nueva redacción de los 
artículos 75, 76 y 76 bis de la Ley 3/2001, dada por la Ley 1/2021, de 22 de 
febrero, de Medidas Tributarias, Financieras y Administrativas que aún no ha 
entrado en vigor, de acuerdo con el apartado 3 de la disposición final 
vigesimoprimera de la citada Ley 1/2021, de 22 de febrero) 

 
Conforme a dicho precepto, el proyecto, cuya elaboración se iniciará 

en la consejería competente por razón de la materia, y cuya redacción estará 
precedida de cuantos estudios y consultas se estimen convenientes y por el 
trámite de consulta previa, cuando este proceda de acuerdo con la normativa 
reguladora del procedimiento administrativo común, deberá ir acompañado 
de una memoria que, en su redacción final, deberá contener el marco 
normativo en el que pretende incorporarse, la motivación sobre su necesidad 
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y oportunidad, un estudio económico con referencia al coste al que dará 
lugar, en su caso, así como a su financiación, un resumen de las principales 
aportaciones recibidas durante la tramitación, y cualquier otro aspecto que 
exija una norma con rango de ley o que se determine reglamentariamente.  

 
El apartado 4 del artículo citado establece que, “Una vez redactado el 

texto del anteproyecto, se someterá, cuando este proceda, al trámite de 
participación previsto en el título III de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, a 
través del Portal de Gobierno Abierto de la Junta de Castilla y León por un 
plazo mínimo de diez días naturales”.  

 
Por otra parte, el apartado 5 del mismo artículo dispone que “En 

aquellos casos en que el texto deba someterse a los trámites de audiencia e 
información pública, conforme a lo previsto en la normativa reguladora del 
procedimiento administrativo común, ambos trámites se llevarán a cabo, de 
manera simultánea, a través del Portal de Gobierno Abierto de la Junta de 
Castilla y León por un periodo mínimo de diez días naturales. 

 
»Asimismo, si se considera oportuno, podrá también recabarse 

directamente la opinión de las organizaciones o asociaciones reconocidas por 
ley que agrupen o representen a las personas cuyos derechos o intereses 
legítimos se vieren afectados por la norma y cuyos fines guarden relación 
directa con su objeto”.  

 
Y el apartado 6 exige que el proyecto se envíe a las restantes 

consejerías para que informen sobre todos los aspectos que afecten a sus 
competencias (cada consejería remitirá también los informes de los órganos 
colegiados adscritos a ella que resulten preceptivos), se emita informe de 
legalidad por los servicios jurídicos de la Comunidad, y se someta, con 
carácter previo a su aprobación por la Junta de Castilla y León, al examen 
de los órganos consultivos cuya consulta sea preceptiva. 

 
Conviene recordar que la observancia del procedimiento de elaboración 

de las normas constituye un aspecto de singular importancia si se tiene en 
cuenta que el procedimiento, tanto en su vertiente formal como material, opera 
como una garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de la disposición 
de que se trate. 

 
A este respecto, resultan aplicables al proyecto los principios de buena 

regulación determinados con carácter básico en el artículo 129 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
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Administraciones Públicas (LPAC), a los que deben someterse estas en el 
ejercicio de la potestad reglamentaria: necesidad y eficacia, proporcionalidad, 
seguridad jurídica, transparencia, eficiencia, estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera. 

 
En esta línea se situaba ya en el ámbito autonómico el Decreto 

43/2010, de 7 de octubre, por el que se aprueban determinadas medidas de 
mejora en la calidad normativa de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, cuyo artículo 2 establece que “De conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 5 y 42 de la Ley 2/2010, de 11 de marzo, de 
Derechos de los ciudadanos en sus relaciones con la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León y de Gestión Pública, el procedimiento de 
elaboración de los anteproyectos de ley y de los proyectos de disposiciones 
administrativas de carácter general se inspirará en los principios de actuación 
de la Administración Autonómica de eficiencia, economía, simplicidad y 
participación ciudadana y en los principios de calidad normativa, necesidad, 
proporcionalidad, transparencia, coherencia, accesibilidad y responsabilidad, 
en los términos en los que estos principios aparecen definidos en la citada 
Ley”. 

 
Estas previsiones encuentran un desarrollo detallado en la Orden 

ADM/1835/2010, de 15 de diciembre, por la que se aprueba la Guía 
metodológica de mejora de la calidad normativa, en aplicación del citado 
Decreto 43/2010. 

 
Finalmente, deberá observarse lo dispuesto en el artículo 7, apartados 

c) y d), de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen Gobierno, e incorporar al expediente justificación 
del trámite. Tal precepto establece que “Las Administraciones Públicas, en el 
ámbito de sus competencias, publicarán: (…). 

 
»c) Los proyectos de Reglamentos cuya iniciativa les 

corresponda. Cuando sea preceptiva la solicitud de dictámenes, la publicación 
se producirá una vez que estos hayan sido solicitados a los órganos 
consultivos correspondientes sin que ello suponga, necesariamente, la 
apertura de un trámite de audiencia pública. 

 
»d) Las memorias e informes que conformen los expedientes 

de elaboración de los textos normativos, (…)”.  
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Además, la resolución de 20 de octubre de 2020 de la Dirección 
General de Transparencia y Buen Gobierno, concreta las condiciones para la 
publicación de la huella normativa, cuya publicación en el portal de 
transparencia de la Junta de Castilla y León tiene como finalidad dar la 
máxima divulgación a los documentos y contenidos que se generan en el 
proceso de tramitación de las normas de obligado cumplimiento. Se considera 
que es una información relevante a la hora de conocer, no solo el espíritu y 
finalidad de la norma, sino también las distintas modificaciones producidas a 
lo largo de su tramitación, desde su concepción original hasta el texto final 
que vaya a aprobarse. Y ello con la pretensión de que una mayor 
transparencia de estos procesos fomente la participación ciudadana en la 
conformación del contenido final de las normas, lo que garantizará que las 
decisiones sean más motivadas y razonables y permitirá conocer qué y 
quienes influyen directa o indirectamente en las reglas que todos deberemos 
observar.  

 
A) En cuanto a la memoria justificativa, el artículo 3 del Decreto 

43/2010 dispone que “contendrá, en un único documento, la evaluación del 
impacto normativo o administrativo, si fueran preceptivos y, en todo caso, 
cuantos estudios e informes sean necesarios para el cumplimiento de los 
principios y medidas regulados en los artículos 41 y 42 de la Ley 2/2010, de 
11 de marzo, debiéndose redactar por el órgano o centro directivo 
proponente del proyecto normativo de forma simultánea a la elaboración de 
este.  

 
»Asimismo, deberá reseñar las modificaciones introducidas en 

el texto originario como fruto de la participación, de informes y consultas, y 
justificar las razones que llevan a aceptar o, en su caso, rechazar las 
observaciones que se hayan presentado”. 

 
En este caso, la memoria cumple con lo dispuesto en los preceptos 

indicados: analiza el marco competencial y normativo y las disposiciones 
afectadas; identifica la necesidad y oportunidad del decreto y se refiere al 
cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia, proporcionalidad y 
eficiencia, seguridad jurídica y coherencia, accesibilidad, transparencia y 
participación ciudadana y responsabilidad; expone el contenido del proyecto, 
describiendo su estructura y contenido, indicando los elementos novedosos 
que incorpora; describe la tramitación del procedimiento de elaboración de 
la norma; y analiza los impactos preceptivos: económico y presupuestario, 
administrativo, por razón de género, en el ámbito de la discapacidad, la 
infancia, la adolescencia y la familia y la contribución del proyecto de 
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decreto a la sostenibilidad y a la lucha o adaptación contra el cambio 
climático y a los objetivos de la Agenda 2030. 

 
Por lo que respecta al impacto administrativo, se hace constar que las 

propuestas se presentarán mediante un formulario electrónico utilizando un 
procedimiento ya existente, como es la “solicitud genérica en materias de la 
Agencia de Protección Civil y Emergencias”, que es un procedimiento que se 
creó para ser versátil y operativo y que permite cumplir con los estándares y 
necesidades en lo que respecta al derecho de los interesados a relacionarse 
electrónicamente con la Administración, sin coste añadido.  

 
En relación con el impacto de género, la memoria pone de manifiesto 

la existencia de una realidad sociológica, cual es la fuerte presencia masculina 
en los servicios esenciales y complementarios de protección ciudadana, de lo 
que deriva que la mayor parte de las medallas entregadas hasta ahora hayan 
recaído principalmente en hombres. Asimismo, se pone de manifiesto, citando 
las conclusiones de un estudio de la Universidad de Oviedo sobre el terremoto 
de Lorca de 2011, que en estos casos de desastres naturales en el ideario 
popular los hombres aparecen como protagonistas del salvamento mientras 
que las mujeres son vistas, fundamentalmente, como beneficiarias de la 
ayuda masculina. Por este motivo, y con el fin de cambiar la percepción social 
sobre el papel de la mujer, se ha incorporado al texto una disposición 
adicional primera que recoge el mandato expreso de tener en cuenta el 
objetivo de fomentar la visibilidad de la mujer en el ámbito de la protección 
civil, cuando proceda. Un ejemplo en esta línea, según la memoria, podría ser 
el hecho de contar con la presencia de mujeres en la recogida de premios de 
carácter colectivo, en la publicidad del evento, cartelería o recursos 
audiovisuales en la presentación.  

 
Por otra parte, en cuanto al impacto sobre la discapacidad, la 

memoria indica que “se tendrá en cuenta, en su momento, lo que establezca 
el informe que emita la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades 
sobre el impacto en el mencionado ámbito”. Sin embargo, este informe ya 
ha sido emitido en el trámite de audiencia a las consejerías, informando 
expresamente la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades en su 
escrito de 20 de mayo de 2025 que, “De conformidad con lo previsto en el 
artículo 71 de la Ley 2/2013, de 15 de mayo, de Igualdad de Oportunidades 
para las Personas con Discapacidad, en la preceptiva memoria se deberá 
hacer mención al impacto de discapacidad, que, en este caso, no se aprecia, 
al no generar consecuencia alguna en la aplicación de la normativa, en 
relación con la igualdad y no discriminación de las personas con 
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discapacidad”. Por lo tanto, deberá revisarse la redacción de este impacto en 
la memoria, recogiendo lo informado por la Consejería de Familia e Igualdad 
de Oportunidades.  

 
B) En cuanto al procedimiento de elaboración de la norma, cabe 

señalar lo siguiente: 
 

- Se han realizado el trámite de consulta previa a la elaboración 
del texto, y los de participación ciudadana, de audiencia y de información 
pública, a los efectos del artículo 133 de la LPAC, respetando el plazo mínimo 
de diez días naturales previsto en el artículo 75.5 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio. 

 
- El proyecto ha sido remitido a las entidades directamente 

afectadas por la norma, como la Delegación del Gobierno en Castilla y León, 
los ayuntamientos y diputaciones provinciales de Castilla y León y las 
asociaciones de voluntarios de protección civil. Únicamente se ha recibido un 
escrito de la Federación Regional de Municipios y Provincias de Castilla y 
León, con las observaciones de la alcaldesa de Santovenia de Pisuerga 
(Valladolid) y miembro de la Comisión de Medio Ambiente, Movilidad y 
Transformación Digital de la Federación, valorando positivamente el texto 
que se considera una “iniciativa acertada, oportuna y coherente con los 
principios de buena regulación, que fortalece el vínculo entre las instituciones 
y la ciudadanía, reconociendo públicamente a quienes hacen de la 
protección del prójimo su vocación”. 

 
- El proyecto ha sido objeto de examen por todas las 

consejerías, aun cuando, salvo la aportación referida a los impactos asociados 
a las competencias de la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades, 
las demás no han efectuado aportaciones. Este aspecto resulta relevante a 
fin de garantizar la coherencia de la norma con el resto de las políticas 
públicas, prevista en el artículo 42 de la Ley 2/2010, de 11 de marzo, y de 
dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 75.6 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio. 

 
- Consta también el informe de la Dirección General de 

Presupuestos, Fondos Europeos y Estadística de la Consejería de Economía y 
Hacienda, exigido por el artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 
Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León, en el que 
se concluye lo siguiente:  
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“Del texto del proyecto de decreto sometido a informe, 
así como de la memoria que lo acompaña se desprende que su aprobación 
tendrá efectos sobre los Presupuestos Generales de la Comunidad de Castilla 
y León, ya que se trata de una norma que entre sus actuaciones, como se 
indica en la memoria, establece unas obligaciones para la Consejería de 
Medio Ambiente, Vivienda y Ordenación del Territorio que supone un gasto 
directo, como son la organización del acto anual de entrega de la Medalla al 
Mérito de Protección Civil y la realización material tanto de las medallas como 
de los correspondientes diplomas acreditativos, que se estiman anualmente 
en 34.000 euros. 

 
»Para la estimación de este coste se han tenido en cuenta 

los gastos de los tres últimos años, en base a ellos se estima que un acto de 
entrega de la Medalla al Mérito de Protección Ciudadana de Castilla y León 
ronda los 30.000 euros y se realiza anualmente. En cuanto a las medallas y 
diplomas, el volumen de gasto dependerá del número de concesiones, y de 
acuerdo con la información de la que se dispone en la Agencia de Protección 
Civil y Emergencias, cada año se hacen unas 30 medallas aproximadamente, 
ya sea oro, plata o bronce (antigua mención honorífica), lo que supone unos 
4.000 euros. 

 
»El coste de las medidas previstas en proyecto de decreto 

se financiará con los créditos autónomos del subconcepto ‘22606 Reuniones, 
conferencias y cursos’ del subprograma ‘131A01 Protección civil, policías 
locales e Interior’, además se parte de la premisa que el desarrollo de la 
futura norma se ha de ajustar siempre y en todo caso, a las disponibilidades 
presupuestarias asignadas a la Agencia de Protección Civil y Emergencias. 

 
»El detalle de su financiación es el siguiente detalle: (…) 
 
»Del cuadro anterior se desprende que, a fecha de la 

emisión del presente informe, la Agencia de Protección Civil y Emergencias 
dispone de crédito suficiente de naturaleza autónoma para la financiación 
del coste de las referidas actuaciones en la partida referida en el 
Presupuesto para la anualidad 2025, de conformidad con lo establecido en el 
Decreto 28/2024, de 26 de diciembre, por el que se regulan las condiciones 
de la prórroga de los Presupuestos Generales de la Comunidad de Castilla y 
León para 2024 en el ejercicio 2025. 

 
»En sucesivos ejercicios deberá consignar en los 

presupuestos las cuantías correspondientes para la financiación de las 
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actuaciones previstas, que de seguir los presupuestos la misma tendencia 
tendrán cabida dentro de sus disponibilidades presupuestarias. 

 
»Por último se concluye, a la vista de la información que 

consta en el expediente, que el proyecto de decreto objeto de informe no 
tendrá incidencia alguna en el estado de ingresos de los Presupuestos 
Generales de la Comunidad, ni contiene disposición alguna que tenga por 
destinataria ni afecte de alguna manera a entidades locales, sin que por 
tanto el proyecto de decreto implique variaciones de gasto, ni efectos 
financieros negativos para éstas (…)”. 

 
- También ha emitido informe la Comisión de Protección 

Ciudadana de Castilla y León, de conformidad con el artículo 2 del Decreto 
73/2005, de 20 de octubre, por el que se regula la Comisión de Protección 
Civil de Castilla y León (actualmente, Comisión de Protección Ciudadana tras 
la modificación de su denominación por la disposición adicional quinta de la 
Ley 4/2007, de 28 de marzo, de Protección Ciudadana de Castilla y León.  

 
- El proyecto se ha informado por los Servicios Jurídicos, como 

exigen la Ley 3/2001, de 3 de julio, y el artículo 4.2.b) de la Ley 6/2003, de 
3 de abril, de Asistencia Jurídica a la Comunidad de Castilla y León.  

 
- Y consta el informe del secretario general de la consejería 

proponente, previsto en el artículo 39.1.g) de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 
 

3ª.- Competencia y rango de la norma proyectada. 
 

A) En cuanto al marco competencial y normativo, de conformidad con 
el artículo 196 del tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, la Unión 
Europea tiene competencia complementaria en el área de protección civil, ya 
que la responsabilidad principal recae en los Estados miembros. 

 
En nuestro derecho interno, los artículos 15 y 17 de la Constitución 

Española (CE) consagran el derecho de los ciudadanos a la vida, a la 
integridad física y a la seguridad como derechos fundamentales. La 
consagración de estos derechos implica el correlativo deber de los poderes 
públicos de garantizarlo. Uno de los instrumentos de garantía es el sistema 
de protección civil. 

 
Sin embargo, la protección civil es una materia que no figura 

expresamente como título competencial en nuestro texto constitucional.  
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Indirectamente se recoge en el artículo 30.4 CE, cuando establece 

que “mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los 
casos de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública”. El Tribunal 
Constitucional la engloba dentro del concepto de “seguridad pública” 
(artículo 149.1.29ª CE) como competencia atribuida al Estado. En ejercicio 
de la citada competencia, se aprobó la Ley 17/2015, de 9 de julio, del 
Sistema Nacional de Protección Civil.  

 
En la Sentencia 123/1984, de 18 de diciembre, del Tribunal 

Constitucional, se reconoció la competencia de las comunidades autónomas 
en materia de protección civil derivada directamente de la Constitución y de 
los Estatutos de Autonomía. Esta doctrina fue ratificada por la señalada 
Sentencia 133/1990, de 19 de julio que expresó que “(…) en la materia 
específica de la protección civil se producen unas competencias concurrentes 
del Estado (en virtud de la reserva del art. 149.1.29) y de las Comunidades 
Autónomas que hayan asumido competencias en sus Estatutos en virtud de 
habilitaciones constitucionales”. 
 

En la actualidad, el artículo 71.1 del Estatuto de Autonomía de Castilla 
y León dispone que en el marco de la legislación básica del Estado y, en su 
caso, en los términos que ella establezca, es competencia de la Comunidad 
de Castilla y León el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación del 
Estado en las siguientes materias: “16º. Protección Civil, incluyendo en todo 
caso la regulación, planificación y ejecución de medidas relativas a las 
emergencias y la seguridad civil, así como la coordinación y formación de los 
servicios de protección civil, entre ellos los de prevención y extinción de 
incendios”. Además, el artículo 16.24 establece, entre los principios rectores 
de las políticas públicas: “El fortalecimiento de la sociedad civil y el fomento 
del asociacionismo, el voluntariado y la participación social”. 

 
En el ejercicio de estas competencias se aprueba la Ley 4/2007, de 28 

de marzo, de Protección Ciudadana de Castilla y León, y el Decreto 22/2022, 
de 2 de junio, por el que se regula el voluntariado de protección civil y el 
registro de voluntariado de protección civil de Castilla y León, y el Decreto 
23/2010, de 3 de junio, desarrollado por la Orden IYJ/1098/2010, de 27 de 
julio, por el que se crea la Medalla al Mérito de Protección Ciudadana de 
Castilla y León.  

 
El proyecto de decreto contempla, en su disposición derogatoria, la 

pérdida de vigencia del Decreto 23/2010, de 3 de junio, y de la Orden que lo 
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desarrolla, justificando la necesidad de una nueva regulación al haber 
quedado dichas normas desfasadas en algunos aspectos, además de las 
necesidades de mejora detectada una vez transcurridos 15 años desde la 
implantación de las medallas. También se opta por simplificar la regulación y 
evitar la dispersión normativa, mediante la consolidación en un único texto 
normativo de todos los aspectos que conllevan el otorgamiento de estas 
distinciones. Este deseo de mejora regulatoria y simplificación normativa, en 
cumplimiento del principio de accesibilidad, expuesto tanto en la memoria 
como en el preámbulo de la norma, contrasta con la incorporación al 
articulado de una disposición final primera que faculta al titular de la 
consejería competente en materia de protección civil para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación del presente 
decreto, especialmente cuando el articulado en ningún momento remite a 
un desarrollo reglamentario posterior aspectos concretos de la regulación.  

 
Por otra parte, la regulación del proyecto de decreto se justifica en la 

memoria por una razón de interés general, como es establecer un marco 
jurídico para el reconocimiento y valoración de aquellas actuaciones meritorias 
encuadradas en la protección civil de Castilla y León. Igualmente, con este 
reconocimiento se pretende, de manera indirecta, impulsar y fomentar la 
participación ciudadana en tareas de protección civil.  

 
Como ha señalado el Tribunal Supremo en la Sentencia 1446/2025, de 

13 de noviembre de 2025: “La potestad premial, referida a la facultad de las 
Administraciones para otorgar distinciones a personas físicas o jurídicas en 
reconocimiento de conductas o actuaciones ejemplares, se ejerce de forma 
discrecional, y viene sujeta a las normas que regulen los procedimientos, 
requisitos y efectos de estas condecoraciones o recompensas. 

 
»Por tanto, esta potestad administrativa no está vinculada a 

derechos subjetivos de los ciudadanos, sino a la valoración institucional de 
los méritos vinculados a comportamientos que se estimen beneficiosos para 
el interés general. 

 
»En contraposición, la potestad premial negativa es la facultad 

de la Administración para revocar distinciones anteriormente concedidas 
cuando concurran causas que desvirtúan los requisitos y méritos que 
justificaron su concesión (…)”. 
 

B) Sobre el rango de la norma proyectada, la preparación del proyecto 
normativo y su presentación a la Junta de Castilla y León corresponde a la 
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Consejería de Medio Ambiente, Vivienda y Ordenación del Territorio ex 
artículo 26 de la Ley 3/2001, de 3 de julio. Dentro de ella, la Agencia de 
Protección Civil y Emergencias, con rango de Dirección General, es la 
responsable de su elaboración, de conformidad con los artículos 40.d) de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio, y 9 del Decreto 9/2022 de 5 de mayo, por el que 
se establece la estructura orgánica de la Consejería de Medio Ambiente, 
Vivienda y Ordenación del Territorio.  

 
La aprobación del decreto compete a la Junta de Castilla y León, de 

acuerdo con la potestad reglamentaria que le atribuye el artículo 16.e) de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio. Previamente, debe dictaminarse por el Consejo 
Consultivo de Castilla y León. 

 
Por tanto, el rango elegido (decreto) es el adecuado, habida cuenta 

de que se trata de una disposición de carácter general dictada al amparo de 
la referida competencia, que no afecta a materias reservadas a la ley.  
 

4ª.- Observaciones al texto del proyecto de decreto. 
 
A) Preámbulo. 
 
Respecto a la parte expositiva de la norma, ha de recordarse que la 

misma, con carácter general, ha de facilitar, con la adecuada concisión, la 
comprensión de su objeto, aludir a sus antecedentes y al título competencial 
en cuyo ejercicio se dicta, y ayudar a advertir las innovaciones que introduce, 
con la aclaración de su contenido, si ello es preciso, para la comprensión del 
texto. 

 
En las Instrucciones para la elaboración de los documentos que se 

tramitan ante los órganos colegiados de Gobierno de la Comunidad de Castilla 
y León, aprobadas por resolución de 20 de octubre de 2014 del secretario 
general de la Consejería de la Presidencia, se diferencia un contenido 
general de la parte expositiva y otro específico en atención a la tipología de 
la norma. 

 
Como contenido general, dichas Instrucciones señalan que “La parte 

expositiva comenzará con una breve explicación de cuales sean las 
disposiciones de las que deriva o en las que encuentra su encaje la norma o 
el acuerdo. La exposición se hará de forma ordenada, comenzando por el 
derecho internacional o comunitario si existiese y, siguiendo por este orden, 
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con la Constitución Española, el Estatuto de Autonomía de Castilla y León, la 
normativa básica estatal y la normativa autonómica.  

 
»Cabe citar, a continuación, si existiesen, los antecedentes 

normativos de la cuestión que se va a abordar en el articulado (…). 
 
»Posteriormente se describirá su objeto y finalidad, y las 

competencias y habilitaciones en cuyo ejercicio se dicta, indicando de manera 
expresa el fundamento competencial que se ejercita.  

 
»Deberán destacarse también los aspectos más relevantes de 

la tramitación, consultas efectuadas y principales informes evacuados, en 
particular la audiencia a otras administraciones públicas cuando se haya 
producido (…)”. 

 
En el presente caso, los extremos indicados figuran en el preámbulo 

de la norma. 
 
B) Observaciones al articulado. 

 
Con carácter general, debe ponerse de manifiesto que la regulación 

de la Medalla al Mérito de Protección Civil de Castilla y León mantiene las 
características esenciales de la Medalla al Mérito de Protección Ciudadana de 
Castilla y León creada en el año 2010: se trata de medallas de concesión 
anual y naturaleza exclusivamente honorífica, sin contenido económico, que 
se imponen en un acto público solemne, en el que también se entrega un 
diploma acreditativo y que persiguen el reconocimiento público de 
actuaciones o trayectorias meritorias de protección civil, tanto de 
profesionales de los servicios esenciales de atención ciudadana de Castilla y 
León como de personas y organizaciones no profesionales. En este sentido, 
como establece la memoria del proyecto, “De los colectivos potencialmente 
premiables destacan en servicios profesionales: los cuerpos y fuerzas de 
seguridad que operan en Castilla y León, los servicios de prevención, 
extinción de incendios y salvamento de las entidades locales de Castilla y León, 
el servicio de extinción de incendios forestales del operativo de la Junta de 
Castilla y León. Y como servicios complementarios de los profesionales: el 
voluntariado de protección civil”. 

 
Los cambios en la regulación afectan, principalmente, al cambio de 

denominación de la medalla por uno más reconocible por la ciudadanía; la 
regulación más detallada de quienes pueden ser merecedores de la medalla 
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y de los criterios generales para su concesión; el procedimiento de 
concesión (las propuestas solo pueden presentarse de forma electrónica por 
personas jurídicas, se modifica el plazo de presentación de las propuestas y 
se establece un plazo máximo para resolver de seis meses, estableciendo 
que la solicitud se entenderá estimada en caso contrario). También se 
amplían las categorías de medallas- oro, plata y bronce- y desaparecen las 
menciones honoríficas y la limitación anual de medallas. 

 
Artículo 2.- Fines y ámbito de aplicación. 
 
El artículo 2, en su apartado a), establece como uno de los fines de la 

Medalla al Mérito de Protección Civil de Castilla y León, “Reconocer las 
acciones de los y las profesionales de los servicios esenciales de protección 
ciudadana de Castilla y León, incluidas las personas integrantes de las 
fuerzas y cuerpos de seguridad y de las fuerzas armadas, por acciones 
meritorias de protección civil (…)”.   

 
La Ley 4/2007, de 28 de marzo, de Protección de la Seguridad 

Ciudadana de Castilla y León, regula expresamente los “servicios esenciales 
para la asistencia ciudadana” en el artículo 37, por lo que debería 
mantenerse la misma denominación de estos servicios en lugar de referirse 
a los “servicios esenciales de protección ciudadana”. Además, resulta 
redundante indicar en el precepto que están “incluidas las personas 
integrantes de las fuerzas y cuerpos de seguridad” puesto que, conforme a 
la ley, sus miembros también son profesionales de los servicios esenciales 
para la asistencia ciudadana.  

 
Se incluye, además, entre los premiables a los profesionales de las 

fuerzas armadas, que no forman parte de estos servicios esenciales para la 
asistencia ciudadana. Al respecto, conviene poner de manifiesto que el 
artículo 17 de la Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de 
Protección Civil, incluye entre los “servicios de intervención y asistencia en 
emergencias de protección civil” a las Fuerzas Armadas y, específicamente, 
a la Unidad Militar de Emergencias pero también a otros colectivos, por lo 
que debería plantearse la posibilidad de extender el ámbito de aplicación de 
la norma a todos estos profesionales, que también pueden intervenir en las 
emergencias de protección civil.  
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Artículo 4.- Categorías y criterios generales para su concesión. 
 
El apartado 4 de este artículo dispone que “Para aquellas propuestas 

de reconocimiento de trayectorias de servicios esenciales o de sus 
profesionales se valorará el trabajo continuado y relevante en interés de la 
protección civil”.   

 
Se alude así a la trayectoria de los “servicios esenciales” o de “sus 

profesionales”. Sin embargo, el artículo 2.c) incluye como un fin de la norma 
“Reconocer trayectorias profesionales o de voluntariado de protección civil 
de carácter excepcional en el ámbito de la protección civil en Castilla y 
León”. Y la memoria del proyecto, al referirse en su apartado 3.2. (“Elementos 
destacables”) a esas trayectorias profesionales, diferenciadas de las 
trayectorias de los voluntarios de protección civil, parece incluir únicamente a 
las trayectorias individuales de los profesionales de los servicios esenciales, 
por lo que debería clarificarse este concepto de “trayectorias profesionales” 
para evitar las dudas que puedan plantearse en la aplicación de la norma. 

 
En el caso del voluntariado de protección civil, por ejemplo, 

expresamente se distingue entre las trayectorias de las agrupaciones o 
asociaciones de protección civil y la trayectoria individual de personas 
voluntarias de protección civil, exigiendo en todo caso que se trate de 
personas o entidades registradas conforme a la normativa autonómica de 
voluntariado de protección civil.   
 

Artículo 6.- Iniciación del procedimiento y presentación de 
solicitudes.  

 
Este artículo utiliza el término “solicitud” frente al término “propuesta”, 

que emplea la norma actualmente vigente. El texto del proyecto de decreto 
también habla en los artículos 6.4 y 7.2 de “propuestas presentadas”, por lo 
que sería deseable unificar la terminología empleada.  

 
Por otra parte, el apartado primero dispone expresamente que las 

solicitudes podrán ser presentadas por los “representantes legales” de las 
entidades, organismos o asociaciones relacionadas con la protección civil o 
de cualquier Administración Pública. Se restringe así la presentación de 
propuestas o solicitudes a las personas jurídicas, con exclusión de las 
personas físicas, previsión que contrasta con la amplitud en cuanto a 
quiénes pueden presentar estas propuestas en otras normas autonómicas, 
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como el Decreto 8/2022, de 24 de enero, por el que se crea y regula la 
Medalla al Mérito de Protección Civil de Andalucía. 

 
En relación con las Administraciones Públicas, esta previsión de que la 

propuesta la deben presentar sus “representantes legales” supone atribuir 
competencias, por ejemplo, al alcalde o al presidente de la Diputación 
Provincial, lo cual contraviene lo dispuesto en la Ley de Bases de Régimen 
Local, que contempla la atribución por ley (artículos 21 y 34) y la potestad 
de organización que corresponde a cualquier Administración para atribuir 
competencias a sus órganos Administrativos (artículo 5 de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público). En consecuencia, 
debería suprimirse esta referencia a los representantes legales en el caso de 
las Administraciones Públicas.  

 
Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo”. 

 
Artículo 8.- Finalización. 
 
El apartado segundo de este artículo dispone que el plazo máximo 

para resolver la concesión de la medalla y publicar la orden de concesión 
será de seis meses a contar desde el día que finalice el plazo de presentación 
de solicitudes, transcurrido el cual “la solicitud se entenderá estimada, de 
acuerdo con el artículo 24 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas”. 

 
Una previsión similar se contiene en el artículo 3.2 del Decreto 

8/2022, de 24 de enero, por el que se crea y regula la Medalla al Mérito de 
Protección Civil de Andalucía, que establece un plazo máximo de seis meses 
para notificar la resolución expresa, en línea con lo dispuesto en los artículos 
40 y 22.2 de la LPAC.  

 
En todo caso, se recomienda la agilización de los procedimientos y la 

adopción de las medidas oportunas para evitar un silencio positivo y 
garantizar la comprobación de los méritos de los propuestos y la consecución 
de la finalidad perseguida por concesión de la medalla.  

 
La regulación contenida en el proyecto no contempla la notificación 

de la resolución a los interesados (y parece que lo serán, en todo caso, el 
promotor del procedimiento y la persona o entidad propuesta para la 
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concesión) y computa el plazo máximo estableciendo como día final del 
cómputo la publicación de la orden de concesión en lugar de su notificación 
a los interesados, separándose de la regulación legal contenida en la LPAC. 
Por ello, deberá modificarse la regulación del procedimiento contenida en el 
proyectos, ya que contradice la regulación contenida en la LPAC.  

 
Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo”. 

 
Disposición final primera.- Habilitación normativa. 
 
Esta disposición faculta al titular de la consejería competente para 

dictar, mediante orden, las disposiciones necesarias para el desarrollo y 
aplicación del decreto.  

 
Teniendo en cuenta el propósito de la norma de mejora regulatoria y 

simplificación normativa, en cumplimiento del principio de accesibilidad, 
expuesto tanto en la memoria como en el preámbulo de la norma, sorprende 
la incorporación de esta disposición, especialmente cuando el articulado en 
ningún momento remite a un desarrollo reglamentario posterior aspectos 
concretos de la regulación, por lo que sería deseable una mayor concreción 
de esta habilitación normativa. 

 
 

III 
CONCLUSIONES  

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Atendidas las observaciones formuladas a los artículos 6 y 8, sin lo 
cual no resultará procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el 
dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León”, y consideradas las 
restantes, puede elevarse a la Junta de Castilla y León para su aprobación el 
proyecto de decreto por el que se crea y regula la Medalla al Mérito de la 
Protección Civil de Castilla y León.  

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 


